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ARTÍCULO 3. PRINCIPIOS

Cada Parte se guiará por los siguientes principios en la implementación del 
presente Acuerdo:

a) principio de igualdad y principio de no discriminación;

b) principio de transparencia y principio de rendición de cuentas;

c) principio de no regresión y principio de progresividad;

d) principio de buena fe;

e) principio preventivo;

f) principio precautorio;

g) principio de equidad intergeneracional;

h) principio de máxima publicidad;

i) principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos 
naturales;

j) principio de igualdad soberana de los Estados; y

k) principio pro persona.
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1. INTRODUCCIÓN

Los principios, según veremos a continuación, se conciben en el derecho como reglas fun-
damentales para la implementación de las obligaciones y los derechos consagrados en los 
sistemas normativos. Son un marco de actuación que determina las medidas y acciones 
que se deben adoptar para garantizar los derechos reconocidos.

En virtud de ello, este texto tiene como objetivo ofrecer un análisis descriptivo de 
los principios consagrados en el Acuerdo de Escazú, teniendo en cuenta los elementos 
conceptuales que integran cada uno de estos y el desarrollo que han tenido en el ámbito 
normativo internacional y su aplicación por las diferentes Cortes transnacionales.

2. DEFINICIÓN DE LOS PRINCIPIOS AMBIENTALES

Al hablar de principios, hacemos referencia a los fundamentos jurídicos del derecho. Es 
decir, a las pautas generales que, con base en la equidad y la justicia, tienen como objetivo 
servir de fuentes formales en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas.1 Se 
trata entonces de un componente esencial de los sistemas jurídicos a nivel nacional e inter-
nacional, dado el rol fundamental que desempeñan en la interpretación y aplicación de las 
disposiciones jurídicas. De acuerdo con la Cepal,2 los principios tienen tres finalidades, 
la primera es guiar al legislador para ordenar, orientar o indicar al titular de obligaciones 
a actuar de determinada manera; la segunda es servir de guía interpretativa en los signi-
ficados, alcances o implicaciones de una norma; la tercera es integrar las disposiciones y 
llenar los vacíos legales, para así dar consistencia y coherencia a los sistemas jurídicos.

De esta manera, los principios ofrecen un conjunto de directrices e indicaciones 
para interpretar y aplicar las normas a nivel nacional e internacional, sin tener un carácter 
restrictivo. En materia ambiental, los principios tienen como punto de partida la Decla-
ración de Estocolmo de 1972, la cual se ha reconocido como la base de los instrumentos 
internacionales posteriores en materia de derechos humanos y ambiente. También se en-
cuentran en la Declaración de Río sobre el Medio ambiente y el Desarrollo de 1992.

Se resalta que en las discusiones actuales se viene teniendo en cuenta, como lo 
plantea Jiménez,3 que las actuaciones tanto de los Estados como de las empresas o en-
tidades privadas que ejercen responsabilidades de interés público vinculadas al medio 
ambiente deben guiarse por el debido respeto de los derechos humanos, y los principios 
y estándares contenidos tanto en el Acuerdo de Escazú como en el derecho internacional 
de los derechos humanos de las Naciones Unidas y del sistema interamericano de pro-
tección de derechos humanos,4 los cuales deben aplicarse de manera no discriminatoria, 

1	 N.	A.	Cafferatta,	Introducción al derecho ambiental, México, Instituto Nacional de Ecología, 2004.
2 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a 

la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe: Guía de Implementación, LC/
TS.2021/221, 6 de abril de 2022.

3 H. Jiménez, Los derechos de acceso, las autoridades públicas y las entidades privadas a la luz del 
Acuerdo de Escazú y la Convención de Aarhus. El Acuerdo de Escazú sobre democracia ambiental 
y su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, Santiago, Cepal, 2021, LC/TS. 
2021/96, pp. 43-69.

4 CIDH, Resolución 03 de 2021, “Emergencia climática: alcance de las obligaciones interamericanas 



Gloria Amparo Rodríguez116

ARTÍCULO 3

prestando atención especial a los derechos, las necesidades y los problemas de las per-
sonas pertenecientes a grupos o poblaciones con mayores riesgos de vulnerabilidad o 
marginación.5

De este modo, se resalta como el Acuerdo de Escazú consagra 14 principios de ma-
nera expresa, los cuales no siguen un orden jerárquico, sino que buscan ser interpretados 
y aplicados de forma integral entre sí en la implementación del Acuerdo, así como con 
los demás principios generales del derecho internacional y los sistemas jurídicos internos.

3. DESCRIPCIÓN, ELEMENTOS, CARACTERÍSTICAS 
 Y EVOLUCIÓN DE CADA PRINCIPIO

Con el fin de aportar elementos para la interpretación, y dado que el Acuerdo de Escazú 
establece una serie de principios en su artículo tercero, en aras de promover la implemen-
tación de este instrumento internacional, a continuación se describen algunos elementos 
y características de interés de cada uno.

3.1. Principio de igualdad y principio de no discriminación

El Acuerdo de Escazú, en el artículo 3, consagra que la igualdad y no discriminación son 
principios básicos para su implementación. Esos principios tienen un amplio desarrollo 
en los tratados internacionales en los ámbitos universal y regional, así como en las dis-
tintas instancias y tribunales transnacionales. Ahora bien, aunque se han comprendido 
desde una triple dimensión: como valor, como derecho fundamental y como principio, 
el de no discriminación se ha interpretado como el deber específico de los Estados de 
incorporar reglas concretas en el ejercicio de sus funciones para combatir la desigualdad 
arraigada en materia ambiental y catalizar cambios estructurales que permitan garantizar 
el acceso igualitario a los recursos naturales y los ecosistemas, así como la distribución de 
los impactos negativos de la degradación.6

En ese sentido, encontramos que la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos dispone en el artículo 1 que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos. Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) establece en los artículos 2.1, 3 y 26 que todas las personas son iguales ante la ley 
y tienen derecho a una protección igual y eficaz, por lo que se consagra la obligación de 
los Estados de respetar y garantizar los derechos reconocidos en este instrumento inter-
nacional a todos los individuos que se encuentren en su territorio y a aquellos que estén 
sujetos a su jurisdicción, sin distinción de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión polí-
tica o de otra índole, origen nacional o social, posición económica o nacimiento.

Por su parte, la no discriminación se refiere a la obligación negativa de no hacer 
ninguna clase de distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en motivos que 

en materia de derechos humanos”, 2021.
5 ONU, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos, 2011.
6 L. Muñoz-Ávila y M. Lozano-Amaya, “La democracia ambiental y el Acuerdo de Escazú en Colom-

bia a partir de la Constitución Ecológica de 1991”, Revista Derecho del Estado, n.° 50, 2021, pp. 
165-200.
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pretendan anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y 
libertades en condiciones de igualdad (Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer - Cedaw; la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial; Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad, entre otras).

En este contexto, en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA) 
se ha establecido que los derechos y las libertades deben ser respetados y garantizados a 
todas las personas que estén sujetas a la jurisdicción de un Estado, sin discriminación por 
cuestiones de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra (Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos - CADH, Protocolo adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos para asegurar los Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
Carta Democrática Interamericana, Convención Interamericana contra toda forma de 
Discriminación e Intolerancia, entre otras). De manera que, la igualdad y la no discrimi-
nación implican la incorporación y creciente participación de los sectores marginales de la 
población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida económica, social, cívica, cultural 
y política de la nación, a fin de lograr la plena integración de la comunidad nacional, el 
aceleramiento del proceso de movilidad social y la consolidación del sistema democrático.7

De igual manera, el Programa 21 ha explicado que el principio de no discrimina-
ción significa que las medidas ambientales en el ámbito internacional deben estar enfoca-
das en solucionar las problemáticas ambientales transfronterizas o mundiales con base en 
un consenso internacional. Por su parte, en lo que respecta a las medidas internas, estas 
deben garantizar la no discriminación en los diversos ámbitos, como puede ser el comer-
cial, en el cual debe pretender no restringir el comercio más allá de lo necesario para el 
logro de los objetivos planteados; la obligación de garantizar la transparencia en el uso 
de las medidas comerciales relacionadas con el medio ambiente y de notificar en debida 
forma las reglamentaciones nacionales; y la necesidad de tener en cuenta las necesidades 
y condiciones especiales de los países en desarrollo, a medida que estos avancen hacia el 
logro de los objetivos internacionales ambientales que se hayan convenido.

En esta línea, se debe mencionar la Declaración y el Programa de Acción de Durban, 
instrumentos históricos y progresistas donde se aprobaron muchas medidas de educación 
y sensibilización del público, así como medidas para garantizar la igualdad en temas am-
bientales. En este instrumento se invita a los Estados a estudiar medidas no discriminatorias 
para garantizar un entorno seguro y saludable para los individuos y los miembros de grupos 
víctimas u objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de into-
lerancia, y, en particular, a mejorar el acceso a la información pública sobre cuestiones de 
salud y medio ambiente; compartir las tecnologías y las prácticas que hayan dado mejores 
resultados para promover la salud de las personas y el medio ambiente en todas las zonas, 
y adoptar las medidas correctivas apropiadas para limpiar, reutilizar y rehabilitar, en lo 

7 IIDH, Interpretación de los principios de igualdad y no discriminación para los derechos de las 
mujeres en los  instrumentos del Sistema Interamericano, IIDH, 2008.
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posible, los lugares contaminados y, cuando corresponda, trasladar a los interesados a 
otras zonas con carácter voluntario y después de consultarlos. Además, exhorta a los Es-
tados a que elaboren programas destinados a los afrodescendientes en los que se inviertan 
recursos adicionales en sistemas de salud, educación, vivienda, electricidad, agua potable 
y medidas de control del medio ambiente, y que promuevan la igualdad de oportunidades 
en el empleo, así como otras iniciativas de acción afirmativa o positiva.

En virtud de lo anterior, la Cepal (2022)8 ha indicado que, en la implementación 
del Acuerdo de Escazú, este principio tiene por objetivo guiar a los Estados para que su 
aplicación se garantice a todas las personas sin distinción por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra. Es decir, que la implementación de este instrumen-
to internacional no implique ninguna exclusión o exclusión por ningún motivo. Ahora, 
conviene aclarar que, en ciertos contextos, para lograr dicha igualdad y no discriminación 
es necesaria la adopción de enfoques diferenciados o de medidas afirmativas dirigidas a 
grupos o sectores poblaciones, como se dispone en el Acuerdo de Escazú respecto a las 
personas o grupos en situación de vulnerabilidad.

3.2. Principios de transparencia y de rendición de cuentas

El Acuerdo de Escazú consagra dentro de sus principios la transparencia y la rendición 
de cuentas. Estos principios se han reconocido como elementos esenciales de la buena 
gobernanza y la gestión pública eficaz.

Así, dentro de los sistemas democráticos representativos y participativos, el fun-
cionamiento y las actividades de las instituciones hacen parte de la información a la que 
cada ciudadano puede acceder, con base en el principio de transparencia democrática, el 
cual pretende superar la noción clásica del derecho a la libertad de expresión basado en la 
mera individualidad, para pasar a concebirlo desde el papel del Estado como garante de 
esta libertad a todos los ciudadanos.9

En ese sentido, se ha comprendido que el principio de transparencia es el deber 
del Estado y de las organizaciones privadas de dar acceso y divulgar la información de sus 
estructuras, acciones, servicios, procesos, operaciones, resultados, recursos, desempeño, 
etc. En otras palabras, se trata de la obligación de honestidad en la actuación del Estado 
y el sector privado, y la posibilidad de que esta sea sometida a la verificación del público. 
Con base en esta transparencia, se exige la correlativa rendición de cuentas, es decir, la de-
bida justificación y responsabilidad de las decisiones, acciones y resultados que se generen 
en la actuación estatal y de los particulares.10

8 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, cit.

9 A. Fuenmayor, El derecho de acceso de los ciudadanos a la información pública,	San	José,	Oficina	
de la Unesco para Centroamérica, 2004.

10 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, cit.
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Sobre estos principios, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión 
del año 2000 establece, en el principio 4, que el Estado es un medio para alcanzar el bien 
común, por lo que, como titular de la información, debe garantizar una posición servicial, 
aportando aquella documentación que hubiera sido previa, correcta y claramente solicita-
da, en la medida en que no se encuentre temporalmente excluida del ejercicio del derecho. 
Por lo tanto, añade la Asamblea General de la OEA, que este principio es un requisito 
indispensable para el funcionamiento de la democracia, ya que en el marco de un sistema 
democrático participativo y representativo, la ciudadanía tiene garantizado el acceso a la 
información completa, oportuna y clara sobre las decisiones y actuaciones del Estado, y a 
su verificación y discusión.11

En materia ambiental, el Convenio de Aarhus dispone que la transparencia y la 
rendición de cuentas son elementos transversales en la interpretación de este instrumen-
to. Se reconoce la importancia de la transparencia en la actuación de la administración 
pública y todos los órganos estatales, y en el fortalecimiento de la democracia y toma de 
decisiones, así como su interrelación con la garantía del acceso a la información, a la par-
ticipación y a la justicia ambiental. De igual modo, los Principios de Gobernanza Efectiva 
para el Desarrollo Sostenible consagran la transparencia y la rendición de cuentas como 
elementos facilitadores de las instituciones públicas eficaces. Son prerrogativas que guían 
la actuación del Estado, en la medida que les exigen a las entidades desempeñar sus fun-
ciones de manera abierta y franca, facilitando el acceso a la información de los ciudadanos 
y a su escrutinio, con excepciones limitadas y establecidas específicamente en la ley.

Referente a este principio, la Agenda 21 propone la elaboración de un programa 
sobre el medio ambiente/comercio y desarrollo, en el cual incluye el principio de trans-
parencia junto a su compatibilidad con obligaciones internacionales como una garantía 
frente a los casos en que se usen medidas comerciales con relación al medio ambiente.

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha agre-
gado que estos principios implican una obligación positiva del Estado de brindar la infor-
mación de manera oficiosa, bajo la figura de la obligación de transparencia activa, por lo 
que la información suministrada debe ser completa, comprensible, actualizada y darse a 
través de medios efectivos que les permitan a los diferentes sectores de la población acceder 
a ella.12 En esos términos, se consagra el derecho de toda persona a solicitar el acceso a la 
información que tiene el Estado, salvo en las excepciones permitidas y, a que este la entre-
gue, así no se acredite un interés directo o afectación personal sobre la misma para su 
obtención. A su vez, debe permitirse su circulación dentro de la sociedad para garantizar 
a todos los ciudadanos el acceso a la información y su discusión.13 En materia ambien-
tal, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)14 ha añadido que estos 

11 OEA, Resolución AG/Res. 1932 de 2003.
12 Corte IDH, Caso Pueblo Indígena de Sarayaku vs. Ecuador, Sentencia de 27 de junio de 2012, 

Fondo y Reparaciones, Serie C, No. 245.
13 Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, 

Sentencia de 19 de septiembre de 2006, Fondo y Reparaciones, Serie C, No. 151.
14 CIDH, Opinión consultiva OC-23, Medio ambiente y derechos humanos. Obligaciones estatales en 

relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida 
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principios permiten el control democrático de las gestiones estatales, en la medida que es 
posible cuestionar, indagar y exigir el adecuado cumplimiento de las funciones públicas 
y la gestión ambiental.

En virtud de lo anterior, el principio de transparencia se constituye en uno de los 
elementos de prevención de conflictos ambientales y de formación de una ciudadanía 
activa, necesaria para la democracia ambiental. La participación en el proceso de toma 
de decisiones mejora la eficiencia y la credibilidad en el sector público. En momentos en 
que enfrentamos una situación financiera crítica en el mundo y los recursos son cada vez 
más escasos, son indispensables las alianzas público-privadas y el trabajo conjunto con los 
diferentes sectores de la sociedad en marcos de transparencia y colaboración.15

Garantizar que el Estado de derecho actúe como condición habilitante para la 
prosperidad de las naciones requiere una mejor implementación y cumplimiento de las 
leyes ambientales. La democracia ambiental juega aquí un papel esencial. El fortaleci-
miento de los actores sociales permite visibilizar los costos reales de cada actividad, así 
como los beneficiados y los afectados. Cuando las leyes son deliberadas conjuntamente, 
conocidas y aplicadas a todos por igual; cuando su aplicación es también justa y eficiente y 
existen sistemas de rendición de cuentas e instancias independientes a las cuales recurrir 
en caso de vulneración de derechos, las políticas, los planes y las inversiones se hacen más 
eficientes desde el punto de vista ambiental, social, económico y de derechos humanos, 
y permiten una distribución equitativa de los beneficios económicos y de los impactos 
ambientales de las actividades.16

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana ha resaltado que el derecho de 
acceso a la información cumple con determinadas funciones, a saber: 1) garantizar la 
participación democrática y el ejercicio de los derechos políticos; 2) ser un instrumento 
que le permite a la ciudadanía conocer las condiciones para el ejercicio de otros derechos; 
y 3) garantizar la transparencia de la gestión pública y un mecanismo de control ciuda-
dano, en cumplimiento de los principios de publicidad y transparencia de la información 
pública. De manera concomitante, se ha dicho que este derecho le impone dos deberes al 
Estado: 1) proporcionar información clara, completa, oportuna, cierta y actualizada sobre 
su actividad a quien lo requiera; y 2) velar por la preservación y el mantenimiento de la 
información sobre su funcionamiento.17

Si bien parece que la transparencia tiene un carácter pasivo, en la medida que 
implica permitir el acceso a la información de las acciones del Estado, en cambio, la ren-
dición de cuentas podría suponer un carácter activo, ya que exige la exposición de los 

y a la integridad personal-interpretación y alcance de los artículos 4.1. y 5.1., en relación con los 
artículos 1.1. y 2 de la Convención Americana de sobre Derechos Humanos, 2017. 

15  P. Madrigal, “Alianzas entre Gobiernos y sociedad civil, democracia ambiental y desarrollo soste-
nible”, en A. Barcena, V. Torres y L. Muñoz Ávila (eds.), El Acuerdo de Escazú sobre democracia 
ambiental y su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, Bogotá, Cepal, Editorial 
Universidad del Rosario, 2021, p. 285.

16 A. Barcena, V. Torres y L. Muñoz Ávila (eds.), El Acuerdo de Escazú sobre democracia ambiental y 
su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, Bogotá, Cepal, Editorial Universidad 
del Rosario, 2021, p. 13.

17 Corte Constitucional, Sentencia C-644 de 2017.
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motivos que fundamentan las decisiones, acciones y resultados, y la responsabilidad so-
bre ellas. Por ello es que en la implementación del Acuerdo de Escazú se exige que la 
transparencia y la rendición de cuentas tengan una actitud activa, lo cual significa que 
la actuación del Estado sea proactiva en lo referente a la disposición de la información y 
los canales de verificación y discusión.

3.3. Principios de no regresión y de progresividad

En los tratados internacionales de derechos humanos se tiene como punto de partida 
común el principio de no regresión, que se refiere a que los derechos, una vez son reco-
nocidos, no pueden ser restringidos, derogados ni limitados en mayor medida de lo que 
está previamente constituido. En este sentido, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos dispone en su artículo 30 que las garantías allí consagradas no le confieren 
facultad alguna al Estado, a un grupo o a una persona para realizar actos tendientes a la 
supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados. Asimismo, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc) agrega a esta dis-
posición que no se admite la restricción o el menoscabo de los derechos fundamentales 
reconocidos o vigentes en un país con el pretexto de que no se encuentran consagrados 
en este Pacto o que se reconocen en menor grado (art. 5).

De este modo, se ha interpretado que el principio de no regresión implica no re-
troceder respecto al grado de reconocimiento, protección o implementación que los de-
rechos ya han alcanzado. Es decir, que las normas, políticas, medidas o acciones que se 
pretendan expedir o implementar no empeoren la situación preexistente del alcance, la 
amplitud o eficacia de las garantías, ni tampoco afecten de manera negativa el grado de 
desarrollo actual. Con esto, se pretende brindar seguridad jurídica a todos los actores y, a 
su vez, garantizar el respeto por los derechos de las generaciones futuras.18

En materia ambiental, el principio de no regresión implica una obligación nega-
tiva de no hacer, es decir, de no retroceder en el nivel de protección ambiental alcanzado 
a través de derogatorias o medidas negativas. En otras palabras, los Estados no pueden 
dar pasos hacia atrás en políticas y normas relacionadas con la protección del ambiente.19 
En ese entendido, López-Ramón20 encuentra que este principio es una adaptación jurí-
dica de la idea del progreso humano que se fundamenta en el desarrollo sostenible y la 
solidaridad con las futuras generaciones, lo cual implica no retroceder en la adopción de 
medidas relativas a la protección ambiental. De ahí que se interprete la no regresión como 
una limitante a los poderes públicos respecto a la regulación del derecho ambiental y a la 
protección alcanzada del entorno, en la medida que exige un fundamento razonable para 
el establecimiento de normas que reduzcan o deroguen el ámbito de goce y aplicación de 

18 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, cit.

19 M. Peña Chacón, “El principio de no regresión ambiental a la luz de la jurisprudencia constitucional 
costarricense”, Revista Judicial, n.° 103, 2012.

20 F. López-Ramón, Manual de derecho ambiental y urbanístico. (vol. 281). Prensas de la Universidad 
de Zaragoza, 2019.
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los derechos en esta materia, y el correlativo deber de justificar absoluta y debidamente las 
razones que llevaron a optar por dicho retroceso (FAO, 2021; Amaya, 2016).21

Por su parte, la progresividad se ha interpretado principalmente en los derechos 
económicos, sociales y culturales (DESC) como la obligación de los Estados de garantizar 
a todas las personas el disfrute de los derechos en el nivel más amplio posible, de acuerdo 
con sus capacidades. Según el artículo 2 del Pidesc, los Estados se comprometen a adoptar 
medidas, individualmente y mediante cooperación internacional, hasta el máximo de 
los recursos de que dispongan, para lograr la efectividad de los derechos consagrados 
en este Pacto de manera progresiva. Asimismo, esta prerrogativa se dispone en la CADH 
(art. 26) y en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

En materia ambiental, se ha indicado que el principio de progresividad implica el 
deber de avanzar de manera progresiva en la protección de los derechos ambientales, es 
decir, que los avances que se han dado en el derecho ambiental no pueden verse afectados 
por normas que contengan disposiciones de protección anteriores a las reconocidas.22 Se 
trata entonces de un imperativo, también denominado obligación positiva, que se traduce 
en la constante mejoría o progreso de las condiciones de existencia, en el que el Estado 
debe expedir de manera progresiva la ampliación de la cobertura y la protección ambien-
tal a partir de medidas graduales que, a su vez, protejan los derechos de las personas.23

Así se ha consagrado en múltiples instrumentos internacionales, como el do-
cumento final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible 
(Río+20) “El futuro que queremos”, el cual dispone que es esencial no dar marcha atrás en 
los compromisos adquiridos para lograr el desarrollo sostenible y continuar avanzando 
en su implementación (párr. 20); el Acuerdo de París, que exige una progresión de los 
Estados en la contribución nacional para la reducción de los gases de efecto invernadero 
(art. 4.3.); el Protocolo de Cartagena, que consagra la facultad que tienen los Estados de 
adoptar medidas más estrictas para la protección, conservación y utilización sostenible 
de la diversidad biológica, entre otros.

En estos términos, durante las negociaciones del Acuerdo de Escazú, los delegados 
gubernamentales, representantes del público y expertos de organismos internacionales no 
dejaron pasar en la negociación del artículo sobre acceso a la justicia en asuntos ambien-
tales la inclusión de estos principios, avanzando en el reconocimiento de una legitimación 
activa amplia (aunque acotada a las legislaciones nacionales); el acceso a órganos com-
petentes con conocimientos especializados en materia ambiental; eliminar las barreras 
económicas a los procedimientos; otorgar a los jueces la posibilidad de disponer medidas 

21 FAO, FIDA, OMS, PMA y Unicef. El estado de la seguridad alimentaria y la nutrición en el mundo 
2021. Transformación de los sistemas alimentarios en aras de la seguridad alimentaria, una 
nutrición mejorada y dietas asequibles y saludables para todos. 2021, Roma, FAO; A. Amaya, El 
principio de no regresión en el derecho ambiental, Madrid, Iustel, 2016.

22 Londoño, B. et al., El medio ambiente sano, un derecho de todos. Cartilla de Aprendizaje, Bogotá, 
Editorial Universidad del Rosario, 2010.

23 Peña Chacón, “El principio de no regresión ambiental a la luz de la jurisprudencia constitucional 
costarricense”, op. cit.
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cautelares y provisionales para dar vida a los principios precautorio, preventivo y de no 
regresión del derecho ambiental (que fueron expresamente reconocidos en el texto del 
Acuerdo); facilitar la producción de la prueba del daño ambiental con la inversión de la 
carga de la prueba y cargas dinámicas; reconocer la necesidad de contar con mecanismos 
de garantías de ejecución y cumplimiento de las decisiones judiciales y administrativas.24

Por ello, Escazú consagra los principios de no regresividad y progresión como 
prerrogativas complementarias e interdependientes que exigen a los Estados la obligación 
negativa de no retroceder o menoscabar las disposiciones consagradas en este instrumen-
to internacional, y la obligación positiva de avanzar en la efectividad y el desarrollo de 
estas. Con ello, se pretende que las cláusulas contenidas en este Acuerdo sean compromi-
sos mínimos para los Estados respecto a la garantía de derechos humanos en el marco del 
fortalecimiento de la democracia ambiental y puntos de referencia para progresar en su 
alcance, ámbito de aplicación y efectividad.

3.4. Principio de buena fe

La buena fe es uno de los principios generales del derecho y de las relaciones internaciona-
les. Es una guía de conducta e interpretación jurídica conforme con las pautas de lealdad, 
equidad, razonabilidad, confianza y seguridad. Si bien, como menciona Guzmán-Ji-
ménez25 el principio de buena fe tiene su origen y desarrollo en el ámbito del Derecho 
Privado, su aplicación excede el ámbito de las relaciones entre particulares, alcanzando 
también a los actos u omisiones de un Estado, al punto que se constituye en un mandato 
de optimalización de las actuaciones propias de participación ambiental.

La buena fe se traduce, entonces, en el deber de comportamiento conforme con 
las reglas de honestidad y corrección, transparencia, diligencia, responsabilidad, consi-
deración del interés del otro, entre otras.26 De esta manera, en el ámbito de las relaciones 
jurídicas con la Administracióń pública, el principio de buena fe se agudiza y les garantiza 
a los ciudadanos tener la confianza en que las entidades u órganos públicos no le van a 
exigir más de lo que es necesario y legítimo para la obtención de los fines públicos, ni que 
tampoco le van a exigir conductas de una manera o en un tiempo específicos que sean 
inadecuados conforme a la norma jurídica vigente.27

De conformidad con la Corte IDH,28 las reglas de buena fe en materia ambiental 
obligan al Estado de origen a tener en cuenta los distintos intereses involucrados, a in-
tentar ofrecerles toda satisfacción que sea compatible con sus propios intereses y, en este 
sentido, a mostrar una preocupación genuina por reconciliar los intereses del otro Estado 

24 M. E. Pérez Cubero,La importancia del acuerdo regional de Escazú en la construcción de una de-
mocracia ambiental en América Latina y el Caribe. 2021.

25 L. Guzmán,  Los derechos de acceso a la justicia ambiental en el ordenamiento jurídico colombia-
no y español, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2021.

26 M. L. Villareal et al. La buena fe en el derecho romano. Extensión del deber de actuar conforme a 
buena fe en materia contractual (vol. 1), Books, 2010.

27 A. Rojas, El principio constitucional de buena fe ante la Administración Pública. Revista de la Sala 
Constitucional, n.° 3, 2021.

28 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, Medio ambiente y derechos 
humanos, solicitada por la República de Colombia.
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con los suyos. En términos concretos, este principio implica restricciones en cuanto al 
desarrollo de las actuaciones estatales, en particular si se entiende que los Estados no 
deben autorizar ni ejecutar aquellas que pueden afectar negativamente a otros Estados o 
a sus ciudadanos.29

En materia ambiental, la buena fe se configura como una pauta de actuación para 
los sujetos obligados, tendiente a que mantengan una actitud honesta en relación con el 
ejercicio de los derechos de acceso, que se exterioriza en las siguientes actitudes: inter-
pretar y aplicar la ley a favor del acceso a la información; promover la participación e 
incidencia del público y garantizar el acceso a la justicia en un marco de transparencia, 
diligencia, profesionalidad y lealtad institucional.30

Por ello, el principio de la buena fe consagrado en Escazú exige que la interpre-
tación del instrumento internacional se haga en el marco de la transparencia, diligencia, 
profesionalidad y lealtad institucional.31 En consecuencia, que la actuación de los Estados 
y de los ciudadanos atienda estas reglas de conducta generales para que la gestión y gober-
nanza ambiental se ejerzan en un marco de seguridad sobre la garantía de los derechos de 
acceso y demás derechos ambientales consagrados en este instrumento.

3.5. Principio preventivo

Este principio opera en situaciones en las que hay pleno conocimiento de la posibilidad 
de la generación de daños o riesgos derivados de un proyecto, obra o actividad; ante este 
contexto, las autoridades competentes pueden adoptar medidas para evitar que el riesgo 
o el daño se produzcan, o para mitigar o reducir las repercusiones.32 De esta manera, el 
principio de prevención le permite a los Estados contar con una herramienta de interpre-
tación jurídica para actuar en situaciones en las que existe certeza absoluta del potencial 
riesgo de daño grave al ambiente y a la salud humana. Es decir, la prevención se aplica 
en las situaciones en las que la peligrosidad de la generación de daños al ambiente o a la 
salud es bien conocida, esto es, ante la certeza absoluta de riesgos, diferente al principio de 
precaución, que requiere de incertidumbre respecto a la existencia de un riesgo de daño.33

Este principio se fundamenta en la debida diligencia, entendida como el deber de 
vigilancia y de adoptar las medidas necesarias cuando hubiere lugar en cuanto a las per-
sonas y bienes que el Estado tiene en su jurisdicción o control, para asegurarse de que las 
actividades u objetos riesgosos no generen perjuicios a terceros.34 En efecto, de conformi-
dad con Cafferatta,35 la prevención exige la atención prioritaria e integrada de las causas y 

29 Idem.
30 Rodríguez, G., Fundamentos del derecho ambiental colombiano, Bogotá, Fescol y FNA, 2022.
31 CIDH, Declaración de Principios sobre libertad de expresión, 2000.
32 I. Vargas-Chaves, “De la proactividad a la prevención ambiental: análisis del impacto del uso 

del glifosato en la erradicación de cultivos de uso ilícito”, en G. A. Rodríguez e I. Vargas-Chaves 
(comps.), La prevención en materia ambiental: tendencias actuales. Material de estudio, Bogotá, 
Editorial Universidad del Rosario, 2016.

33	 N.	A.	Cafferatta,	“El	principio	precautorio”,	Gaceta Ecológica, vol. 73, 2004, pp. 5-21.
34 K. Lora, “El principio de precaución en la legislación ambiental colombiana”, Revista Actualidad 

Jurídica, vol. 3, 2011, pp. 22-29.
35	 N.	A.	Cafferatta,	Introducción al derecho ambiental, México, Instituto Nacional de Ecología, 2004.
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fuentes de riesgos ambientales, cuando exista certeza absoluta de la peligrosidad del daño, 
procurando de esta manera prevenir los efectos negativos que se pueden producir sobre 
el ambiente.

En el derecho internacional ambiental se han incluido los principios de precaución 
y prevención en distintos instrumentos, como es el caso de la Declaración de Estocolmo 
en el Principio 21 y la Declaración de Río en el Principio 15, que disponen el deber de los 
Estados de aplicar de manera amplia este principio, en la medida de sus capacidades, para 
proteger el ambiente. Cuando exista peligro de daño grave o irreversible, se deben adoptar 
medidas eficaces que impidan su generación. Asimismo, se ha consagrado en otros ins-
trumentos internacionales como la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar (art. 194.2), el Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono (art. 
2.2 b), el Convenio sobre la Diversidad Biológica (art. 3), la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, ambas de 1992 (art. 2), entre otros.

Al respecto, la Corte IDH ha referido que este principio implica que los Estados 
tienen la “responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su ju-
risdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de 
zonas que estén fuera de los límites de la jurisdicción nacional”. Por lo que este tribunal 
ha sido enfático en que la Convención Americana no puede ser interpretada de manera 
que impida al Estado emitir cualquier tipo de concesión para la exploración o extracción 
de recursos naturales.36

En virtud de todo lo anterior, la Corte IDH indica que los Estados deben tomar me-
didas para prevenir el daño significativo al ambiente, dentro o fuera de su territorio. Enten-
diendo que cualquier daño al entorno que pueda conllevar una violación de los derechos a 
la vida o a la integridad personal, conforme al contenido y alcance de dichos derechos, 
debe ser considerado como un daño significativo y se deben tomar las medidas corres-
pondientes, tales como la regulación, la supervisión y fiscalización, el requerimiento y 
aprobación de estudios de impacto ambiental, el establecimiento de planes de contingen-
cia y la mitigación en casos de ocurrencia de daño ambiental.37

Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) ha señalado 
que los Estados deben regular las actividades peligrosas, tomando en cuenta el nivel de 
riesgo potencial que estas implican para la vida humana. En este sentido, deben regular 
las concesiones, el establecimiento, la forma en que operan, la seguridad y la supervisión 
de la actividad, así como hacer obligatorio para todos los interesados la adopción de me-
didas prácticas para garantizar la protección efectiva de las personas en peligro de ser 
afectadas por los riesgos inherentes de la actividad. Asimismo, la normativa pertinente 
debe prever procedimientos adecuados, teniendo en cuenta los aspectos técnicos de la acti-
vidad en cuestión, para identificar las deficiencias en los procesos en cuestión y cualquier 
error cometido por los responsables a diferentes niveles.38

36 Idem.
37 Idem.
38 TEDH, Caso Öneryildiz vs. Turquía [GS], 48939/99, Sentencia de 30 de noviembre de 2004.
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Asimismo, este Tribunal ha señalado que cuando un Estado debe determinar 
cuestiones complejas de política medioambiental y económica, el proceso de toma de 
decisiones debe, en primer lugar, incluir investigaciones y estudios adecuados que le per-
mitan predecir y evaluar con anticipación los efectos de aquellas actividades que puedan 
dañar el medio ambiente e infringir los derechos de los particulares y permitirles encon-
trar un justo equilibrio entre los distintos intereses en conflicto.39

En el contexto colombiano, se ha previsto que este principio opera cuando se está 
ante situaciones en las que hay pleno conocimiento de la posibilidad de la generación de 
daños o riesgos derivados de un proyecto, obra o actividad, ante este contexto las autori-
dades competentes pueden adoptar medidas para evitar que el riesgo o el daño se produz-
can, o para mitigar o reducir las repercusiones. De conformidad con esto, el principio de 
prevención opera cuando se tiene previo conocimiento del daño ambiental.40

En este sentido, el principio de prevención en el Acuerdo de Escazú implica que las 
disposiciones consagradas allí deben ser interpretadas e implementadas en un marco pre-
ventivo con enfoque de derechos humanos, que evite los riesgos y daños ambientales, y le 
permita a los Estados y a los ciudadanos tener la seguridad de que ante la certeza de posibles 
afectaciones negativas se actuará de forma diligente para evitar la ocurrencia de daños a la 
salud humana y al entorno.

3.6. Principio precautorio

El principio de precaución se entiende como el deber de los Estados de adoptar medidas 
o acciones para evitar el riesgo de daños ambientales cuando existe incertidumbre cien-
tífica sobre los peligros de la generación de estos. De modo que, ante la identificación del 
peligro de un posible daño, aunque no haya certeza de su ocurrencia, se deben adoptar las 
medidas para que dicho peligro desaparezca.41

La precaución ambiental fue incorporada en la Declaración de Río de 1992 en el 
Principio 15, el cual dispone:

Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamen-
te el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de 
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse 
como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los 
costos para impedir la degradación del medio ambiente.

Asimismo, se ha consagrado en múltiples instrumentos internacionales, como es 
el caso del Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono de 1985, el Proto-
colo de Montreal de 1987, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (art. 3.3), el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del 
Convenio sobre la Diversidad Biológica de 2000 (arts. 10.6 y 11.8) y el Convenio de Estocol-
mo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes de 2001 (arts. 1 y 8.7), entre otros.

39 TEDH, Caso Giacomelli vs. Italia, 59909/00, Sentencia de 2 de noviembre de 2006.
40 Corte Constitucional, Sentencia T-361 de 2017.
41 Londoño et al., El medio ambiente sano, un derecho de todos, op. cit.
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En el derecho de la Unión Europea, la precaución se ha concebido como un princi-
pio fundante y constitutivo de la política ambiental de la Comunidad Europea (Tratado de 
Maastricht, 1992). En estos términos, se ha definido que procede cuando se trata de efec-
tos o impactos potencialmente peligrosos derivados de una actividad o fenómeno, que 
no cuente con certeza científica sobre los riesgos negativos que puede generar y que, en 
cualquier caso, debe aplicarse cuando reúna las siguientes condiciones: i) identificación 
de impactos o afectaciones que puedan restringir o limitar el ejercicio de los derechos 
o libertades; ii) la existencia de una valoración sobre elementos científicos disponibles; 
iii) que exista incertidumbre científica sobre los riesgos que puede generar.42

Igualmente, sobre el principio de precaución, la Agenda 21 explica que en cuanto a 
vertimientos de desechos radiactivos de baja actividad en el mar,  debe tenerse en cuenta 
un enfoque basado en el principio de precaución, y así, adoptar una decisión informada 
y oportuna sobre el tema y, con base en ello, lograr que quienes hacen parte del Convenio 
de Londres sobre Vertimientos completen los estudios relativos a la sustitución de la sus-
pensión voluntaria sobre la eliminación de dichos desechos. Así mismo, propone abste-
nerse de permitir la eliminación o el almacenamiento de desechos radioactivos cerca del 
medio marino, a no ser que los datos científicos disponibles determinen, de conformidad 
con los principios internacionales convenidos, que el almacenamiento o la eliminación de 
dichos desechos no representa un alto riesgo para la humanidad ni el medio marino. Todo 
esto, con un enfoque basado en el principio de precaución.

Según señala Vargas-Chaves,43 el principio de precaución permite que en una socie-
dad de permanentes cambios sea posible reaccionar de manera anticipada ante la presencia 
de un peligro, el cual, aunque puede tener muy poca probabilidad de riesgo, este no llega a 
cero, de ahí que, tal principio se sustente en la existencia de incertidumbre sobre la posible 
generación de un daño, es decir, ante la falta de certeza científica absoluta sobre los efectos 
que pueden desencadenarse en el ambiente o la salud humana. En este contexto, Alva-
rado44 indica que el principio de precaución y su introducción progresiva en convenios 
internacionales ambientales es una muestra de la eficacia que tiene el mismo respecto a 
la protección jurídica de la naturaleza, y es que este principio implica que las actividades 
que puedan generar peligros o riesgos de daños graves e irreversibles al ambiente, y ante las 
cuales no exista una certeza científica, sean susceptibles de restringirse o no llevarse a cabo.

Por lo tanto, Rodríguez y González45 precisan que la fórmula jurídica-analítica 
del principio de precaución se traduce en: incertidumbre científica + sospecha de daño = 
acción precautoria, asumiendo que la sospecha del daño tiene que ser realmente grave o 

42 Comunicación de la Comisión, 2000; A. Briceño, El principio de precaución en una sociedad de 
riesgos ambientales, Bogotá, Editorial Universidad Externado de Colombia, 2017.

43 I. Vargas-Chaves, “Una crítica al principio de precaución desde las tensiones sobre su legitimidad 
y vinculatoriedad”, en G. A. Rodríguez e I. Vargas-Chaves (eds.), Principio de Precaución: desafíos 
y escenarios de debate, Bogotá, Universidad del Rosario, Temis, 2017, pp. 36-67.

44 J. Alvarado, El principio de precaución y la protección de la naturaleza. Análisis comparativo de 
derecho constitucional ambiental en el Estado colombiano y francés, Bogotá: Grupo Editorial Ibá-
ñez, 2015.

45 G. Rodríguez y J. González, “Naturaleza jurídica del principio de precaución: análisis de caso a 
partir de la contaminación electromagnética”, Revista Asuntos, n.° 26, 2014, pp. 466-478.
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seria y valorada de manera objetiva, con parámetros efectivamente medibles. De esta ma-
nera, el principio de precaución se ha constituido como un instrumento idóneo y eficaz 
en la protección del ambiente, cuando se está ante un escenario de incertidumbre científi-
ca sobre los riesgos y peligros de la generación de daños ambientales graves e irreversibles.

En este contexto, la Corte IDH ha entendido el principio de precaución como las 
medidas que se deben adoptar en casos donde no existe certeza científica sobre el impacto 
que pueda tener una actividad en el ambiente. Para esta Corte, los Estados deben actuar 
conforme al principio de precaución, a efectos de la protección del derecho a la vida y a la 
integridad personal, en casos donde haya indicadores plausibles de que una actividad po-
dría acarrear daños graves e irreversibles al entorno, aun en ausencia de certeza científica.46

En el mismo sentido, el TEDH ha indicado que el enfoque precautorio es parte 
integral de la obligación general de debida diligencia, la cual obliga a los Estados a tomar 
todas las medidas apropiadas para prevenir el daño que pueda resultar de las actividades 
que realice. Es decir, este principio aplica en situaciones donde la evidencia científica refe-
rente al alcance y potencial impacto negativo de la actividad en cuestión sea insuficiente, 
pero existan indicadores plausibles de los riesgos potenciales.47

Ahora bien, es necesario aclarar que la aplicación del principio de precaución 
no implica necesariamente la prohibición estricta de la ejecución de una actividad o un 
proyecto, sino que le impone el deber a los Estados de detectar y prevenir los riesgos y 
adoptar las acciones y medidas necesarias para evitar los daños, aun ante la incertidumbre 
científica. Igualmente, implica que el proponente de la actividad o proyecto debe demos-
trar que no habrá daño ambiental o riesgo de este con su realización.48

En Colombia, este principio fue consignado como uno de los principios de la polí-
tica ambiental, razón por la cual la Corte Constitucional lo ha considerado como parte del 
ordenamiento positivo al ubicarse en el rango legal, pero, asimismo, encuentra que está 
constitucionalizado, toda vez que se desprende de las relaciones ecológicas y de los debe-
res de protección y prevención de daños al ambiente y a la salud de las personas.49 Con 
base en esto, el tribunal constitucional colombiano ha establecido que las autoridades am-
bientales pueden ordenar la suspensión de una obra o actividad que adelante una persona 
natural o jurídica, mediante un acto administrativo motivado, siempre que exista peligro 
o riesgo de la generación de un daño para el ambiente o los recursos naturales y no haya 
certeza científica absoluta.50 En virtud de lo anterior, se ha sostenido que para que sea 
procedente la aplicación de este principio se requiere del cumplimiento de los siguientes 
elementos: la existencia del peligro de un daño; que el mismo sea grave e irreversible; que 
exista un principio de certeza científica que lo sustente, así no sea absoluta; que la decisión 

46 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, cit.
47 TIDM, Responsabilidades y Obligaciones de los Estados respecto de actividades en la Zona. Opi-

nión Consultiva de 1 de febrero de 2011.
48 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a la 

Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, cit.
49 Corte Constitucional, Sentencia C-988 de 2004.
50 Corte Constitucional, Sentencia C-703 de 2010.
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de la autoridad competente tenga como propósito evitar la degradación del ambiente; que 
la decisión sea adoptada mediante un acto motivado.51

En este contexto, el Acuerdo de Escazú retoma el principio de precaución esta-
blecido previamente en otros instrumentos internacionales, a fin de que sea una guía 
para su implementación, para la garantía de los derechos de acceso y la protección de los 
defensores ambientales.

3.7. Principio de equidad intergeneracional

El principio de equidad intergeneracional hace referencia a la responsabilidad que tiene 
cada generación de dejar, a las futuras, riquezas que no sean inferiores a las que hereda-
ron, por ello, es deber de la presente generación administrar el cuidado del ambiente y 
los recursos naturales, para garantizar que las próximas puedan gozar y disfrutar de estos 
en igual o mejor medida.52 En este sentido, Brown53 explica que la equidad entre genera-
ciones implica una exigencia básica para todas estas, es decir, que cada generación cuente 
con una base de recursos naturales al igual que sus antecesoras. De esta manera, el prin-
cipio lleva de manera implícita las premisas de administración, fideicomiso y tenencia y, 
como tal, los activos –que en este caso son los recursos naturales– deben ser conservados 
para garantizar que aquellos que vienen después puedan disfrutarlos en igual o mejores 
condiciones. Con base en esto, se deben conservar los recursos naturales y culturales dis-
ponibles, para que las futuras generaciones puedan resolver sus problemas y satisfacer sus 
necesidades de acuerdo con sus modos de vida.

Lo anterior se encuentra sustentado en el reconocimiento de la dignidad de las 
vidas potenciales de las presentes y futuras generaciones, haciendo imperativa, en la con-
sideración de aquellos que van a vivir después, la consolidación de medidas de acción y 
protección del ambiente.54

La equidad intergeneracional se consagra en la Declaración de Estocolmo de 1972 
en el principio dos, que dispone que los recursos naturales de la tierra, incluyendo allí la 
fauna, la flora, el agua, el aire y todos los ecosistemas naturales, deben ser protegidos por 
medio de planificación y ordenaciones adecuadas para las generaciones presentes y futuras.

Lo mismo se reconoce en la Resolución 3281 (XXIX) de 1974 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, que estableció en su artículo 30 la responsabilidad de los 
Estados de proteger, preservar y mejorar el ambiente para las presentes y futuras genera-
ciones, a través de políticas ambientales y económicas, que no afecten de manera negativa 
el actual y futuro potencial de desarrollo de los países. De igual modo, la Carta de la 
Naturaleza de 1982 reafirma la necesidad que tiene el hombre de adquirir conocimientos 
que logren mantener y desarrollar planes para utilizar los recursos naturales en beneficio 
de las generaciones presentes y futuras. En el mismo sentido, el Informe de la Comisión 

51 Corte Constitucional, Sentencia C-293 de 2002.
52 M. Valverde, Principios generales de derecho internacional del medio ambiente, Costa Rica, 1996.
53 W. Brown, “Our rights and obligations to future generations for the environment”, American Jour-

nal of International Law, vol. 84, n.° 1, 1990, pp. 198-207.
54 I. Wolfgang, y T. Fensterseifer, Principios do direito ambiental,	São	Paulo,	Saraiva	Educação,	2014.
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Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo: “Nuestro futuro común” de 1987 (In-
forme Brundtland) dispone que las generaciones actuales deben ejercer la equidad en el 
uso y la conservación del medio ambiente y los recursos naturales sin comprometer la 
capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las propias.

Asimismo, se encuentra consagrado en la Declaración de Río de 1992 que re-
conoce el derecho al desarrollo intergeneracional, como aquella garantía de que el 
desarrollo responda de manera equitativa a las necesidades de las presentes y futuras 
generaciones. Con esto se busca inevitablemente la garantía del derecho a un ambiente 
sano porque solo con el cumplimiento de este es posible la supervivencia del ser humano 
y de las demás especies. En igual sentido, se consagra en el preámbulo del Acuerdo de 
París de 2015 que dispone que el cambio climático es un problema de toda la humanidad 
y, en consecuencia, los Estados deben adoptar medidas teniendo como base la equidad 
intergeneracional. En los mismos términos se encuentra contenido en la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible.

En el caso concreto de derechos de acceso, el Convenio de Aarhus también dispone 
en su preámbulo y objetivo (art. 1) el derecho que tiene toda persona en la presente y futuras 
generaciones de vivir en un medio ambiente que le permita garantizar su salud y bienestar 
y, el correlativo deber de los Estados de garantizar los derechos de acceso a la información 
ambiental, a la participación en la toma decisiones y el acceso a la justicia ambiental para 
hacer realidad este fin.

En este marco, el Secretario General de las Naciones Unidas presentó el informe 
sobre la solidaridad intergeneracional y las necesidades de las futuras generaciones en 
2013, en el cual explicó que el principio fundamental de la equidad intergeneracional se 
refiere a que cada generación entregue a sus sucesoras un planeta que cuente, al menos, 
con las mismas condiciones que recibió. Igualmente, indicó que este principio se com-
pone de tres aristas, a saber: i) la conservación de las opciones, referida a la obligación 
de cada generación de conservar la diversidad de la base de los recursos naturales y cul-
turales de modo que no restrinja las opciones de las futuras generaciones de resolver 
sus problemas y satisfacer sus propios valores; ii) la conservación de la calidad, que se 
entiende como el deber de cada generación de mantener la calidad del planeta para no 
entregarlo en peores condiciones de las que lo recibió; iii) la conservación del acceso, que 
se comprende como la obligación de cada generación de proporcionar derechos equitativos 
de acceso a los reconocidos por las pasadas generaciones.

Ahora, además de lo anterior, es importante entender que la equidad y justicia gene-
racional también incluye la intrageneracional, esto es, la garantía de que todos los miembros 
de la presente generación tengan derecho a un acceso y uso equitativo de los recursos 
naturales, erradicando de esta manera la pobreza y el uso de los bienes naturales por unos 
pocos. Al respecto, Peña-Chacón55 explica que la equidad intrageneracional implica pro-
mover una distribución justa y equitativa de los beneficios de la naturaleza, el acceso 

55 M. Peña Chacón, “Justicia ecológica del siglo XXI”, en M. Peña Chacón (ed.), Derecho Ambiental 
del Siglo XXI, San José, Editorial Isolma, 2019, pp. 347-373.
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adecuado a los ecosistemas, así como de los esfuerzos y las cargas que se generan por el 
uso y aprovechamiento de los bienes y servicios ambientales.

En síntesis, la equidad intra e intergeneracional busca hacer realidad la justicia 
ecológica en materia de distribución de bienes y males ambientales entre los seres vivos. 
Es decir, que las actividades antrópicas no sobrecarguen las funciones ambientales, ni 
deterioren la calidad ambiental del planeta, teniendo en cuenta como ejes el respeto por 
los límites planetarios y una conciencia del mañana. En otras palabras, que lo que toma-
mos de la biosfera (fuente de materias primas y energía, o sea, materia-energía) y lo que 
devolvemos a ella (en cuanto sumidero de residuos y calor) estén dentro de los límites de 
absorción y regeneración de los ecosistemas para que las siguientes generaciones estén 
en un mundo en condiciones de calidad y sustentabilidad ecológica.56

En Colombia, la Corte Constitucional ha referido que, en la estructura del Estado 
social de derecho colombiano la defensa del ambiente es un principio que se fundamen-
ta en la importancia que tiene para la supervivencia del ser humano y las generaciones 
futuras, pues la presencia de factores perturbadores en el entorno puede causar daños 
irreparables en el mismo, por lo cual reconoce que este es un derecho fundamental, en la 
medida que no es posible desligarlo de los derechos a la vida y a la salud de las personas.57

Ante este panorama, el tribunal constitucional ha expresado que la protección del 
ambiente sano tiene un carácter prioritario dentro de los fines del Estado por su íntima 
relación con el derecho a la salud y a la vida y, a su vez, constituye un principio que debe 
guiar la relación entre las personas con el ambiente como un derecho fundamental, pues 
el desconocer la trascendencia que el ambiente sano tiene para la humanidad significa 
renunciar a la vida misma y a la existencia de la presente y futuras generaciones.58

De esta manera, el derecho a un ambiente sano, de acuerdo con la jurisprudencia 
constitucional, es un derecho del cual son titulares todas las personas y, por lo tanto, to-
das están legitimadas para participar en las decisiones que puedan afectarlo y, asimismo, 
deben colaborar en su conservación.59 Igualmente, este derecho se encuentra intrínse-
camente relacionado con el concepto de desarrollo sostenible, que implica usar respon-
sablemente los recursos naturales, y con el reconocimiento de su finitud, para con ello 
garantizar que las futuras generaciones puedan gozar y disfrutar de los mismos.60

De esta manera, encontramos que en el Acuerdo de Escazú la equidad intergene-
racional se concibe como un principio, pero también hace parte del objetivo mismo del 
Acuerdo, ya que se consagra en el artículo 1 que el fin del instrumento internacional es 
contribuir a la protección del derecho que cada persona de la presente y futuras genera-
ciones tiene de vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. Se trata, enton-
ces, de una guía para la implementación de este Acuerdo, en el que los Estados parte y la 

56 J. Riechmann, “Tres principios básicos de justicia ambiental”, Revista internacional de filosofía 
política, 23, 2003, pp. 103-120.

57 Corte Constitucional, Sentencia C-671 de 2001.
58 Corte Constitucional, Sentencia T-325 de 2017.
59 Corte Constitucional, Sentencia T-500 de 2012.
60 Corte Constitucional, Sentencia C-048 de 2018.
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sociedad en general tengan en cuenta a las futuras generaciones en el marco del ejercicio 
de los derechos de acceso y la protección del entorno, así como en las decisiones, acciones 
y proyectos encaminados a tal finalidad.

3.8.	 Principio	de	máxima	publicidad

El principio de máxima publicidad se ha comprendido como el deber de los Estados de 
divulgar toda la información que se encuentra en su poder de manera clara, oportuna y 
accesible, salvo excepciones muy limitadas que tienen que estar debidamente fundamen-
tadas y consagradas en la legislación. En ese sentido, la máxima publicidad debe ser la 
norma dentro del funcionamiento del Estado y su limitación debe ser la excepción.

Respecto a este principio, se ha explicado que toda la información en manos del 
Estado se presume pública y accesible, donde pese a la existencia de esquemas de publi-
cidad, el titular del derecho puede tener conocimiento de esta de manera simple, rápida 
y en un lenguaje adecuado (Tenorio, 2017).61 De modo que los Estados deben garantizar 
el derecho del público de acceder a la información que está en su poder, bajo su control o 
custodia –así no se mencione un interés especial y particular, ni se justifiquen las razones 
por las cuales se solicita–;  a obtener dicha información de manera expedita si esta se 
encuentra en custodia de la autoridad competente que recibe la solicitud, y a impugnar y 
recurrir la no entrega de información y de los requisitos para ejercer ese derecho.62

La máxima publicidad implica, entonces, que a quien posee la información, ya 
sea el poder público o un particular, le corresponde acudir al encuentro del informado 
para proporcionarle la información, sin que haya habido ninguna solicitud de parte de 
este último. De tal suerte, este principio pretende guiar a aquellos que están obligados a 
brindar información para hacer que esta se transmita, incluso en circunstancias difíciles. 
Así, por ejemplo, en caso de ocurrencia de un desastre, ya sea natural o no, la información 
deberá publicarse. Por lo tanto, la máxima publicidad debe emplearse cuando haya dudas 
sobre la pertinencia o no de proveer la información solicitada, y, cuando exista falta de 
certeza sobre si cierta información debe o no ser divulgada, este principio indica que la 
publicidad tiene que prevalecer.63

En el ámbito del derecho ambiental, la CIDH ha explicado que esta obligación 
implica que los Estados deben preparar y difundir, distribuir o publicar, en algunos casos 
de forma periódica, información actualizada sobre el estado del ambiente en general o 
sobre el área específica que cubre el tratado en cuestión. Ello hace posible que las personas 
que se encuentran bajo la jurisdicción de los Estados ejerzan el control democrático de 

61 Taco Tenorio, B. F. La publicidad y su relación en la preservación de las fiestas tradicionales del 
Inti Raymi en la ciudad de Salcedo. 2017. Tesis de Licenciatura, Universidad Técnica de Ambato, 
Facultad	de	Diseño,	Artes	y	Arquitectura,	Carrera	de	Diseño	Gráfico	Publicitario.

62 V. Hernández y V. González Feltrup, “Posibles impactos del Acuerdo de Escazú en la actividad 
privada”, en Cuadernos sobre temas de Derecho Ambiental, Comisión de Derecho Ambiental y 
Colegio de Abogados y Procuradores de la Primera Circunscripción Judicial, 2021, pp. 59-84.

63 A. Sanhueza y A. Nápoli, “El aporte de la sociedad civil al Acuerdo de Escazú. Nuevas formas para 
la negociación internacional”, en M. Prieur, G. Sozzo y A. Nápoli (eds.), Acuerdo de Escazú: hacia 
la democracia ambiental en América Latina y el Caribe, Buenos Aires, Ediciones UNL, 2020, pp. 
142-153.
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las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está 
dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas.64

Al respecto, Naciones Unidas ha señalado que la educación, el conocimiento, la 
información y la comunicación son esenciales para el progreso, la iniciativa y el bienestar 
de los seres humanos. En ese contexto, dar cumplimiento al principio de máxima publi-
cidad significa contribuir a que la comunidad esté adecuadamente informada y pueda 
aportar, mediante la participación, a la solución de los problemas ambientales. Para ello 
es indispensable dar a conocer los niveles de responsabilidad en la gestión ambiental, los 
procedimientos, las estadísticas, las decisiones, entre otros. Además, se requieren estra-
tegias de difusión que tengan en cuenta las condiciones reales de los involucrados y que 
cuenten con metodologías para garantizar la intervención adecuada de todos los sectores 
involucrados, ya que, sin información de calidad, que sea comprensible y que asegure su 
acceso adecuado, no es posible garantizar una eficaz participación.

Es decir, este principio ambiental se refiere a que los Estados están en la obligación 
de divulgar la máxima información posible sobre los asuntos ambientales, incluyendo la 
que se refiera a las afectaciones o posibles daños que pueden impactar negativamente al 
entorno o la salud humana.65

De manera concreta, el principio de máxima publicidad se distingue como un 
elemento esencial del derecho de acceso a la información ambiental, que exige a los Es-
tados generar y difundir la información que tenga en su poder y exigir a los particulares 
divulgar aquella que tengan sobre los asuntos relacionados con el entorno. Por ello, en 
el Acuerdo de Escazú se consagró la obligación de los países de contar con sistemas de 
información (art. 6.3), registros de emisiones y transferencia de contaminantes (art. 6.4), 
y de realizar informes nacionales sobre el estado del ambiente (art. 6.7), así como la obli-
gación de las autoridades de divulgar información, de manera inmediata, en los casos de 
amenaza inminente a la salud pública o el ambiente (art. 6.5).

Así pues, el Acuerdo de Escazú determina que cada parte, en aplicación del princi-
pio de máxima publicidad, debe permitir al público el acceso a la información ambiental 
que tiene en su poder, bajo control o custodia. Es decir, además de la mera divulgación 
de la información, los Estados deben ejercer la “máxima publicidad”, entendida desde un 
sentido proactivo de publicación y difusión que se encuentre fundada en la transparencia 
activa y la rendición de cuentas.

En virtud de ello, el ejercicio de este derecho implica poder solicitar y recibir in-
formación de las autoridades sin que sea necesaria su justificación ni las razones por las 
cuales se requiere; ser informado sobre la autoridad competente que tiene la misma; co-
nocer del derecho a impugnar o recurrir por la no entrega de lo demandado. Igualmente, 
se menciona la obligación que tienen los Estados de facilitar el acceso a estos datos a las 
personas o grupos en situación de vulnerabilidad y que, además, reciban asistencia para 
la formulación de peticiones y obtener la respuesta correspondiente.

64 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, cit.
65 Rodríguez, Fundamentos del derecho ambiental colombiano, op. cit.
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3.9. Principio de soberanía permanente de los Estados 
sobre sus recursos naturales

La soberanía es un elemento constitutivo de los Estados que determina el manejo de las 
relaciones exteriores, a partir del respeto de la autodeterminación y su correspondien-
te facultad de decidir de forma independiente dentro de su jurisdicción, respetando la 
soberanía de los demás Estados.66 En materia ambiental, se ha reconocido desde hace 
varias décadas la responsabilidad de los Estados de garantizar que las actividades que se 
realizan en su jurisdicción o control no generen daños ambientales a otros Estados y otras 
áreas que se encuentran fuera de esta (Valverde, 1996).67 Así como también establece la 
soberanía que tienen los Estados de aprovechar los recursos naturales que se encuentren 
dentro de su territorio, siempre que se realice en el marco de las políticas ambientales y de 
desarrollo diseñadas y adoptadas por estos.

El principio de soberanía permanente sobre los recursos naturales se basa en el 
principio internacional de la igualdad soberana de los Estados, que significa el derecho 
de los Estados soberanos, con base en la soberanía territorial, de decidir qué gestionar 
y explotar sobre sus recursos naturales, así como cuándo y cómo hacerlo (Resolución 
1803 [XVII] de 1962). Ahora, esta facultad no es absoluta, pues encuentra como límites el 
deber de cuidado, debida diligencia y la obligación de no perjudicar el ambiente de otros 
Estados, ni de las zonas que se encuentran situadas fuera de la jurisdicción nacional. Este 
principio se consagró inicialmente en la Declaración de Estocolmo de 1972, y señala:

… los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en 
aplicación de su propia política ambiental, y la obligación de asegurarse de que 
las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no 
perjudiquen al medio ambiente de otros Estados o de zonas situadas fuera de toda 
jurisdicción nacional. (Principio 21)

En igual sentido, la Resolución 3281 (XXIX) de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, aprobada en 1974, la cual indica en su artículo 2 que, con base en el principio 
de autodeterminación de los pueblos, los Estados ejercen plena, libre y permanentemente 
la soberanía, posesión, uso y disposición de toda su riqueza, recursos naturales y activi-
dades económicas, de modo que tienen libertad en el diseño y la adopción de políticas 
de crecimiento económico y uso de los recursos naturales. Ahora, la aplicación de este 
principio debe tener en cuenta que cuando los recursos naturales se encuentran compar-
tidos entre dos Estados vecinos, se requiere de la cooperación recíproca y el respeto por 
la soberanía de cada uno.

Asimismo, el principio 2 de la Declaración de Río de 1992 reconoce el derecho de 
los Estados a usar los recursos naturales conforme a sus políticas económicas y ambienta-
les, las cuales deben garantizar el interés general y el disfrute de los derechos humanos de 

66 Muñoz-Ávila y Lozano-Amaya, “La democracia ambiental y el Acuerdo de Escazú en Colombia a 
partir de la Constitución Ecológica de 1991”, op. cit.

67 Valverde, Principios generales de derecho internacional del medio ambiente, op. cit.
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todas las personas del país, pero a la vez, garantizar que las actividades que realice dentro 
de su jurisdicción o control no causen daños ambientales transfronterizos.

Por su parte, la Corte IDH68 indica que las actividades que se emprendan dentro 
de la jurisdicción de un Estado parte no deben privar a otro Estado de la capacidad de 
asegurar a las personas en su jurisdicción el goce y disfrute de sus derechos bajo la Con-
vención. En otras palabras, los Estados tienen la obligación de evitar daños ambienta-
les transfronterizos que pudieran afectar los derechos humanos de personas fuera de su 
territorio.

En la jurisprudencia constitucional colombiana se ha indicado que el patrimonio 
natural de un país pertenece tanto a las personas que viven en él como a aquellas futuras 
generaciones, por ello, establece que es deber de la generación actual proteger el ambiente 
para así poder entregar el planeta en condiciones óptimas para las personas que vivirán 
después.69 De esta manera, esta Corte sostiene que la supervivencia de las presentes y fu-
turas generaciones es posible siempre que se dé cumplimiento al principio de protección 
del ambiente y de los recursos naturales, el cual constituye un objetivo en la estructura del 
Estado social de derecho, por ser patrimonio común de la humanidad.70

En este orden de ideas, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional colom-
biana, el principio de solidaridad intergeneracional consiste en la satisfacción de las ne-
cesidades de las presentes generaciones sin que eso signifique comprometer la capacidad 
de las generaciones venideras para satisfacer las suyas,71 pues a juicio de este tribunal, las 
futuras generaciones no merecen recibir un ambiente deteriorado, que requiera un esfuerzo 
de reconstrucción incalculable como consecuencia del actual modo de explotación de los 
recursos naturales que, de seguir de la misma forma, puede desencadenar el agotamiento 
irreversible de los mismos.72

Así, el principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos natu-
rales implica la obligación de utilizar los bienes y servicios ambientales de manera justa 
y armónica, y de cooperar sobre la base de un sistema de información que permita que 
el aprovechamiento de dichos recursos se realice de forma sostenible, sin perjudicar ni 
obstaculizar los intereses legítimos y soberanos de los Estados.

En consecuencia, el Acuerdo de Escazú reconoce como un eje fundamental los 
principios del derecho internacional y la obligación que ello implica en la garantía de los 
derechos de acceso, los derechos ambientales y la protección del ambiente y sus defen-
sores. Así, si bien los Estados tienen la facultad de decidir todo lo concerniente al uso y 
aprovechamiento de los bienes y servicios ambientales que se encuentren dentro de su ju-
risdicción, deben hacerlo teniendo en cuenta los criterios mínimos de garantía de derechos 

68 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, cit.
69 Corte Constitucional, Sentencia T-411 de 1992.
70 Corte Constitucional, Sentencia C-431 de 2000.
71 Corte Constitucional, Sentencia C-094 de 2015.
72 Corte Constitucional, Sentencia T-445 de 2016.
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humanos y protección del entorno, de conformidad con los compromisos adquiridos en 
este instrumento internacional.

3.10. Principio de igualdad soberana de los Estados

En el derecho internacional público, la igualdad de los Estados se constituye como un 
elemento central e incluso se reconoce como un principio fundacional de las Naciones 
Unidas. De esta manera se consagra en el artículo 2.1. de la Carta de las Naciones Unidas 
que indica que la “Organización está basada en el principio de la igualdad de todos sus 
Miembros”.

Con base en lo anterior se expidió la Resolución 2625 (XXV) de 1970 de la Asam-
blea General, “Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de 
las Naciones Unidas”, que define la igualdad soberana de los Estado y determina que cada 
Estado goza de los derechos inherentes a la plena soberanía; cada Estado tiene el deber de 
respetar la personalidad de los demás Estados; la integridad territorial y la independencia 
política del Estado son inviolables; cada Estado tiene el derecho a elegir y a llevar adelante 
libremente su sistema político, social, económico y cultural; cada Estado tiene el deber de 
cumplir plenamente y de buena fe sus obligaciones internacionales y de vivir en paz con 
los demás Estados.

En estos términos, el Acuerdo de Escazú consagra la igualdad soberana de los 
Estados como un principio, tanto para reiterar la vigencia de este imperativo en las rela-
ciones entre las partes, como para orientar la interpretación y aplicación de este instru-
mento internacional, especialmente en cuanto a la organización y funcionamiento de los 
mecanismos de gobernanza y cooperación.73

En ese sentido, el Acuerdo de Escazú reconoce y reitera la soberanía que tiene cada 
Estado sobre su jurisdicción y, en consecuencia, los compromisos que cada uno adquiere 
en materia de garantía de derechos de acceso ambiental y protección de los defensores am-
bientales con base en la cooperación internacional. Con esto, se reconoce la facultad que 
tiene cada Estado de decidir libremente las acciones y medidas que adoptará para cumplir 
plenamente, y de acuerdo con los principios de este instrumento, las obligaciones pactadas.

3.11. Principio pro persona

El principio pro persona –también denominado pro homine– es un elemento fundamen-
tal en el derecho internacional de los derechos humanos, según el cual la interpretación 
de estos mandatos debe orientarse a la que más favorezca a los derechos y garantías de 
la persona. Es decir, las normas de derechos humanos se deben interpretar de la manera 
más amplia cuando se trate de su garantía y de la forma más restrictiva posible cuando se 
refiera a la imposición de límites a su goce. De ahí que cuando existe un conflicto entre 
normas, debe darse preferencia a la tenga mayor ámbito de protección de los derechos 

73 Cepal, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, cit.



137

ARTÍCULO 3

Gloria Amparo Rodríguez

humanos.74 En palabras de Muñoz-Ávila y Lozano-Amaya,75 la aplicación del principio 
pro persona trasciende el contenido de la norma y se dirige a la búsqueda de una solución 
de las controversias en atención a la máxima de la dignidad humana y de que “los dere-
chos de cada uno terminan donde comienzan los de los demás”.

En ese contexto, el principio pro persona implica actuar pensando en hacer el 
mayor bien posible y el menor mal posible respecto a los derechos humanos, dentro de 
un marco reconocido legalmente. Se trata, entonces, de un criterio hermenéutico jurídi-
co de preferencia normativa o interpretativa de los derechos humanos en el que se debe 
acudir a la norma o interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos 
protegidos, o bien, acudir a la norma o interpretación más restringida cuando se trata de 
limitar estos derechos, teniendo como función el favorecer en todo tiempo a la persona 
en la protección más amplia.76

Al respecto, se ha explicado que existen dos reglas principales de preferencia re-
lativas al principio pro persona, que se subdividen en los siguientes presupuestos: i) la 
preferencia de normas del principio pro persona se presenta cuando a una determinada 
situación concreta le es posible aplicar dos o más normas vigentes en materia de dere-
chos humanos, prefiriendo la norma más protectora o más favorable en todo tiempo a 
la persona; ii) la aplicación de la norma más protectora, que le permite a los operadores 
jurisdiccionales seleccionar de entre varias normas concurrentes de derechos humanos o 
al menos de entre dos normas, aquella cuyo contenido ofrezca una protección más favo-
rable a la persona o aquella que contenga de manera más especializada la protección que 
se requiere para la persona en relación con sus derechos humanos; iii) la aplicación de la 
norma más favorable permite a los operadores jurisdiccionales seleccionar de entre varias 
normas concurrentes de derechos humanos o al menos de entre dos normas, aquella cuyo 
contenido ofrezca la conservación de la norma más favorable a la persona añadiéndose a 
esta categoría el elemento de la temporalidad; iv) la preferencia interpretativa del principio 
pro persona, que implica que cuando el operador jurisdiccional se encuentre ante a una 
norma con contenido de derechos humanos respecto a la cual se pueden hacer varias 
interpretaciones, debe preferir la más restringida o la más extensiva favoreciendo en todo 
tiempo a la persona; v) la preferencia interpretativa restringida implica que cuando se es-
tablecen restricciones permanentes al ejercicio de los derechos humanos o su suspensión 
extraordinaria, la norma debe ser interpretada de tal manera que se limite o restrinja lo 
menos posible el ejercicio de esos derechos humanos.77

Por lo tanto, el principio pro persona puede comprenderse como una directriz que 
guía la interpretación o aplicación normativa en caso de que exista un conflicto entre dos 
opciones jurídicas igualmente válidas y posibles, con el fin de garantizar el escenario que 

74 Idem.
75 Muñoz-Ávila y Lozano-Amaya, “La democracia ambiental y el Acuerdo de Escazú en Colombia a 

partir de la Constitución Ecológica de 1991”, op. cit.
76 H. Aparicio, “Principio ‘pro persona’, como criterio hermenéutico de la interpretación de las nor-

mas sobre derechos humanos”, Ius Comitiãlis, vol. 2, n.° 4, 2019, p. 70.
77 Idem.
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mejor proteja a la persona. Así se ha consagrado en el PIDCP, el Pidesc, así como en la 
CADH.

Este principio implica que ninguna disposición del instrumento internacional 
puede interpretarse en el sentido de limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 
parte o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados, o bien de 
excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.78

Sobre el particular, el TEDH ha indicado que este principio implica que los Estados 
tienen la obligación de evaluar los riesgos asociados a actividades peligrosas para el medio 
ambiente, como la minería, y de adoptar las medidas adecuadas para proteger el derecho 
al respeto a la vida privada y familiar, y permitir el disfrute de un medio ambiente sano y 
protegido.79

De ahí, entonces, que la inclusión del principio pro persona en el Acuerdo de 
Escazú resulte como una reiteración al enfoque de derechos que tiene este instrumento 
internacional y un reconocimiento de la amplia doctrina y jurisprudencia del sistema inte-
ramericano de derechos humanos, con el cual se busca que la implementación del mismo 
tenga en cuenta que la interpretación y aplicación normativa debe velar por realizar en el 
marco de mayor garantía los derechos humanos y de menor restricción de ellos.

4. CONCLUSIONES

Teniendo en cuenta los anteriores elementos, es necesario resaltar la importancia que tie-
nen estos principios en el logro de los objetivos del Acuerdo de Escazú. De esta manera, 
los derechos de acceso a la información, a la participación pública y el acceso a la justicia 
ambiental reconocidos en este instrumento, así como la protección a las personas defen-
soras del ambiente se han consagrado como hojas de ruta fundamentales para alcanzar el 
desarrollo sostenible y la protección de la naturaleza en América Latina y el Caribe, con 
un enfoque de derechos humanos. Sin embargo, su implementación constituye un reto 
para los Estados de la región, de ahí la importancia de contar con criterios mínimos de 
interpretación que permitan guiar las actuaciones de los Estados para hacer realidad las 
disposiciones contenidas en este instrumento internacional.

Los principios, entonces, se distinguen como ejes orientadores para la interpreta-
ción e implementación de las normas jurídicas. En el Acuerdo de Escazú, los principios 
ofrecen un punto de partida para avanzar en la tarea común de garantizar los derechos 
humanos y ambientales, y asegurar que el desarrollo de las actividades antrópicas se rea-
lice en un marco de sostenibilidad y salvaguardia de los bienes y servicios ambientales 
para la presente y las futuras generaciones. Son los presupuestos mínimos que tienen 

78 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, cit.
79	 TEDH,	Caso	Tătar	vs.	Romania,	67021/01,	Sentencia	de	27	de	enero	de	2009.



139

ARTÍCULO 3

Gloria Amparo Rodríguez

los derechos en un contexto de fortalecimiento de gobernanza ambiental en la región de 
América Latina y el Caribe.

De esta manera, los principios permiten implementar los derechos ambientales 
desde el sentido más amplio. Así, por ejemplo, a través de la transparencia en las actua-
ciones públicas y privadas es posible promover la incidencia ciudadana en lo ambiental, 
procurando a su vez mejorar la legitimidad, equidad, justicia y confianza en la gobernan-
za, además de garantizar el acceso a la justicia ambiental.

Igualmente, principios como la máxima divulgación permiten el ejercicio efectivo 
de derechos como la participación, por lo cual es necesario garantizar el cumplimiento de 
la obligación del Estado de permitir a la ciudadanía el acceso a la información ambiental. 
Dicha divulgación debe ser dada por cualquier medio escrito, visual, sonoro, etcétera, 
que posibilite a todas las personas conocer sobre los bienes y servicios que ofrecen los 
ecosistemas; sobre los proyectos, obras y actividades que generan efectos en el entorno, 
así como todo lo referente a los programas que pretenden adelantarse en relación con 
estos asuntos.

Asimismo, en los asuntos ambientales es necesaria la aplicación del principio de 
interpretación pro persona, que impone la aplicación de normas jurídicas que sean más 
favorables al ser humano y sus derechos, propendiendo por el respeto a la dignidad humana 
y, consecuentemente, por la protección, garantía y promoción de los derechos humanos y 
de los derechos fundamentales. Por otro lado, es importante señalar que actualmente se 
viene discutiendo la interpretación y aplicación del principio pro naturaleza, dado que 
los impactos ambientales conllevan la afectación de la naturaleza, tema que está sobre el 
tapete y que emana de diferentes jurisprudencias donde se señala, por ejemplo, la existencia 
de otros sujetos de derechos como los ríos, los páramos, los parques naturales, etc.


